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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once. 

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 104/2011-JN, promovido por el ciudadano Roberto Elizondo Ramírez, quien se ostenta como apoderado de la ciudadana Elena Martín González; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurren las partes en el presente proceso, analizándose en primer término la del ciudadano Roberto Elizondo Ramírez. . . . .

La personalidad con la que comparece el ciudadano Roberto Elizondo Ramírez, se encuentra acreditada con la copia del Primer Testimonio de la Escritura Pública número 25,207 veinticinco mil doscientos siete, de fecha 24 veinticuatro de mayo de 1994 mil novecientos noventa y cuatro; tirada ante la fe del Licenciado Víctor Francisco Araujo González, titular de la Notaría Pública número 43 cuarenta y tres, en legal ejercicio en este Municipio; en la cual se hizo constar que la ciudadana Elena Martín de Elizondo, otorga al ciudadano Roberto Elizondo Ramírez, poder general para pleitos y cobranzas y actos de administración, con todas las facultades generales y especiales que requieran poder o cláusula especial conforme a la ley; según consta la cláusula única de dicho instrumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Copia -visible en autos a fojas 5 cinco y 6 seis- que certificada por el Licenciado Ernesto Arrache Hernández, Notario Público número 73 setenta y tres del Partido Judicial de León, Guanajuato, constituye un documento público, conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, toda vez que hace fe de la existencia de su original de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Roberto Elizondo Ramírez comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, la ciudadana Alejandra Gutiérrez Campos, acredita que fue designada para cubrir la ausencia del Tesorero Municipal, durante el período del 25 veinticinco al 29 veintinueve de abril del año en curso, con la copia certificada del escrito signado por el ciudadano Francisco Ricardo Sheffield Padilla, en su carácter de Presidente Municipal (palpable a foja 55 cincuenta y cinco), lo que resulta suficiente para que pueda actuar en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . .   

TERCERO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, pues la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor señaló que su representada tuvo conocimiento de los actos impugnados, que fue el 17 diecisiete de febrero del año en curso. . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el avalúo fiscal folio 250,638 (Doscientos cincuenta mil seiscientos treinta y ocho) practicado al inmueble ubicado en calle de los Transportistas, fraccionamiento industrial Julián de Obregón de esta ciudad, el día 6 seis de diciembre del año 2010 dos mil diez y la notificación folio número 0737378 (cero-siete-tres-siete-tres-siete-ocho) de sus resultados de fecha 15 quince del mismo mes y año; se encuentra acreditada en autos con la copia del avalúo y con la copia al carbón de la notificación (las que obran en el secreto de este Juzgado, siendo visibles a fojas 10 diez y 11 once y 29 veintinueve y 30 treinta); documentales que ofrecidas tanto por la parte actora, como por la autoridad demandada les fueron admitidas como pruebas de su intención y a las que se les otorga pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos emitidos por servidores públicos en el ejercicio de sus atribuciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Tanto del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que la ciudadana Elena Martín González, es propietaria de un inmueble ubicado en la calle De los Transportistas, del fraccionamiento Industrial Julián de Obregón de esta ciudad, con cuenta predial número 03-I-000066-001 (cero-tres guion I guion cero-cero-cero-cero-seis-seis guion cero-cero-uno). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que dicho inmueble, para efectos del pago del impuesto predial del 2010 dos mil diez, tuvo un valor fiscal de $2,650.67 (Dos mil seiscientos cincuenta pesos 67/100 moneda nacional), resultando que para el pago de dicho impuesto para el ejercicio fiscal del año 2011 dos mil once, el inmueble tiene un valor asignado de $14’970,000.00 (Catorce millones novecientos setenta mil pesos 00/100 moneda nacional); alegando la parte actora que dicho valor es indebido, en virtud de que no se realizó el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato. Es de resaltar que con fecha 17 diecisiete de febrero del año 2011 dos mil once, hizo el pago de la cantidad de $15,396.64 (Quince mil trescientos noventa y seis pesos 64/100 moneda nacional) por concepto del impuesto predial, correspondiente al primer bimestre del año en curso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la Directora de Administración, Gestión y Enlace Gubernamental, al contestar la demanda -ante la ausencia del Tesorero Municipal-, expuso que no se le causa agravio a la parte actora toda vez que el avalúo se practicó siguiendo las formalidades establecidas en la Ley; que si hubo modificaciones en el inmueble era obligación del particular darlo a conocer a esta autoridad; que si hubo orden de valuación; y, que los resultados del avalúo fueron debidamente notificados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, todo lo antes expresado constituye los puntos controvertidos en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, no se advierte que la autoridad demandada haya invocado causal alguna de improcedencia o sobreseimiento y, este Juzgador, no advierte la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación planteados respecto de los actos impugnados. . . . . . . 

De los conceptos de impugnación expresados por el actor, quien resuelve se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el que enumera como 1 uno, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los demás; sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el concepto de impugnación señalado como 1 uno, expuso la parte actora: “El nuevo valor asignado… es indebido, en virtud de que……no se realizó el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La citada ley también indica el procedimiento que se deberá seguir para la  realización de... avalúos. Como lo dispone el artículo… la práctica de todo avalúo… será practicada por los peritos que se designen para ese efecto.”, para más adelante acentuar: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“La orden… la designación de perito instituye la obligación  de dar a conocer al particular el nombre del autorizado para realizar el avalúo a efecto de brindar seguridad jurídica…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concluyendo su concepto de impugnación con lo siguiente: “El avalúo impugnado se efectuó en contravención al artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios… puesto que en ningún momento se realizaron las diligencias señaladas en dicho artículo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular, la autoridad demandada expresó: “…previa orden emitida por el Tesorero Municipal, se designó peritos para realizar avalúo, dicho avalúo fue realizado usando técnicas fotogramétricas,…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador es fundado el concepto de impugnación; pues lo que aduce la parte actora es que el avalúo debió practicarse por el perito designado por el Tesorero Municipal y que el perito debió presentarse en día y hora hábiles en el inmueble objeto de la valuación y mostrar la orden respectiva, lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, consta en la orden de valuación folio 250638-10 (localizable a foja 28 veintiocho) -admitida como prueba a la demandada y que merece pleno valor probatorio por ser un documento público-, que se designó a los ciudadanos Alejandro Parra y Emmanuel Zuñiga para que practicaran el avalúo del inmueble propiedad de la poderdante del actor, luego entonces debían ser dichos peritos los únicos facultados para practicar el avalúo al inmueble propiedad del actor, atento a lo que dispone el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que a la letra establecen: . . . . . . . 
“ARTÍCULO 176. La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo que en el caso que nos ocupa no se hizo así, ya que consta en el avalúo por regularización, folio 250,638 (Doscientos cincuenta mil seiscientos treinta y ocho); de fecha 6 seis de diciembre de 2010 dos mil diez, ofrecido tanto por la parte actora como por la autoridad demandada, como prueba de su intención; que quien materialmente lo practicó y elaboró fue el Perito de nombre Ramón Arriaga Matehuala; no cumpliéndose con ello, de manera alguna, lo ordenado por la Tesorería y el imperativo contenido en el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda antes citada; pues durante la secuela del presente proceso no se ofreció medio de prueba alguno, por el cual se acreditara que dicho Perito fue designado para la práctica del avalúo ordenado por el Tesorero Municipal; lo que trae como consecuencia que el procedimiento administrativo de valuación sea ilegal al existir un vicio que afecta la defensa del particular y una omisión a un requisito formal exigido por la ley, como lo es el que el avalúo sea practicado por los peritos que se designen para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Aunado a lo anterior, se debe agregar que tampoco se encuentra debidamente probado que la orden de valuación se le haya presentado o dado a conocer al impetrante; pues en la copia certificada de la orden de valuación que obra en el expediente, no consta indicio alguno que lo haga así presumir, pues incluso, en el cuerpo de la misma, donde dice “recibí”, solo se contiene una fecha y hora, pero se encuentra en blanco en cuanto al nombre de la persona, así como también el espacio de “procedió citatorio”; por lo que se concluye que a la representada del actor, no le fue mostrada dicha orden; lo que sin duda constituye una violación a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, que a la letra establece:. . . . 


“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a sus ocupantes la orden respectiva.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De donde de la correcta interpretación del dispositivo legal antes citado, se desprende la obligación irrestricta de que sea el perito designado por el Tesorero Municipal en la orden de avalúo, quien deba presentarse en día y hora hábil en el inmueble a valuar; y no como en el caso que nos ocupa, donde el perito que elaboró el avalúo no figura entre los facultados por el Tesorero para realizar tal actividad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación marcado como 1 uno, por existir la omisión de un requisito formal exigido en la ley y un vicio en el procedimiento que para la práctica de todo avalúo se establece en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que sin duda, afecta la defensa del particular, como lo es el hecho de que quien realizó el avalúo no estaba facultado, y que no se acreditó que se le haya mostrado o dado a conocer a la actora, la orden de valuación de fecha 5 cinco de agosto de 2010 dos mil diez; por lo que con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nulo el acto impugnado consistente en el avalúo folio 250,638 (Doscientos cincuenta mil seiscientos treinta y ocho) de fecha 6 seis de diciembre de 2010 dos mil diez; por lo que en consecuencia, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, procede decretar su nulidad total; y, por ende, también se decreta la nulidad total de la notificación folio 0737378 (cero-siete-tres-siete-tres-siete-ocho) de fecha 15 quince de diciembre de 2010 dos mil diez, ello en virtud de ser una consecuencia legal del avalúo declarado nulo y atendiendo al principio de derecho de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, así como la valoración de otras pruebas distintas a la orden de valuación, al avalúo impugnado y a la notificación de los resultados de ese avalúo, referidos en supralíneas ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . .  
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones  II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el presente proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad total del avalúo folio 250,638 (Doscientos cincuenta mil seiscientos treinta y ocho) practicado el 6 seis de diciembre del 2010 dos mil diez; así como también la nulidad total de su notificación folio 0737378 (cero-siete-tres-siete-tres-siete-ocho), de fecha 15 quince del mismo mes y año; atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

